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Señor:
Juez Octavo Laboral del Circuito de Barranquilla
Dr. Hector Manuel Arcon Rodriguez
lcto08ba@cendoj.ramajudidical.gov.co
La Ciudad 
 
 
Referencia:  Ordinario Laboral
Demandante:  Edgardo Pantoja Briles
Demandados:   Administradora Colombiana De Pensiones – COLPENSIONES          
Radicación:  08001310500820230027500
 
 

Asunto:               CONTESTACIÓN DE DEMANDA.
 
 
NATALIA ANDREA GARCIA SALVAT, mayor de edad, vecino(a) de esta ciudad, identificada con la
cédula de ciudadanía No. 1.140.836.931, abogado(a) en ejercicio, portador(a) de la Tarjeta
Profesional No. 233.030 del C.S.J., actuando en calidad de apoderado(a) judicial sustituta de la
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, conforme al poder SUSTITUIDO en
legal forma por el Doctor(a) ANYA YURICO ARIAS ARAGONEZ identificado(a) con la cédula de
ciudadanía N° 45.765.608 expedida en Cartagena y con Tarjeta Profesional No. 97.251del C.S.J,
quien funge como representante legal de la sociedad AR & AR ASESORES ASOCIADOS, sociedad que,
actúa en representación judicial y extrajudicial de la entidad demandada, según consta en la
Escritura Pública No. 1476 de fecha 12  de mayo de 2023, mediante el presente escrito y actuando
dentro del término de ley, presento CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA ORDINARIA LABORAL
instaurada por el señor EDGARDO PANTOJA BRILES contra LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE
PENSIONES- COLPENSIONES.

ANEXO: Contestación 40 Folios.
              Expediente Administrativo.
             

Atentamente, 

NATALIA ANDREA GARCIA SALVAT
C.C. No. 1.140.836.931 de Barranquilla
T.P. No. 233.030 del C.S.J.
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Señor:  
Juez Octavo Laboral del Circuito de Barranquilla 
Dr. Hector Manuel Arcon Rodriguez 
lcto08ba@cendoj.ramajudidical.gov.co 
La Ciudad  
 
 
Referencia:  Ordinario Laboral  
Demandante:  Edgardo Pantoja Briles 
Demandados:  Administradora Colombiana De Pensiones – COLPENSIONES        
Radicación:  08001310500820230027500 
 
 
 
 
Asunto:               CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 
 
 
NATALIA ANDREA GARCIA SALVAT, mayor de edad, vecino(a) de esta ciudad, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.140.836.931, abogado(a) en 
ejercicio, portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 233.030 del C.S.J., actuando en 
calidad de apoderado(a) judicial sustituta de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 
DE PENSIONES - COLPENSIONES, conforme al poder SUSTITUIDO en legal forma por 
el Doctor(a) ANYA YURICO ARIAS ARAGONEZ identificado(a) con la cédula de 
ciudadanía N° 45.765.608 expedida en Cartagena y con Tarjeta Profesional No. 
97.251del C.S.J, quien funge como representante legal de la sociedad AR & AR 
ASESORES ASOCIADOS, sociedad que, actúa en representación judicial y 
extrajudicial de la entidad demandada, según consta en la Escritura Pública No. 
1476 de fecha 12  de mayo de 2023, mediante el presente escrito y actuando 
dentro del término de ley, presento CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA ORDINARIA 
LABORAL instaurada por el señor EDGARDO PANTOJA BRILES contra LA 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, de conformidad 
con lo establecido por el Código de Procedimiento Laboral en su Artículo 31 
(Modificado por el Art. 18 de la Ley 712 de 2001) y en la ley 2213 de 2022, para lo 

cual procedo de la siguiente manera: 
 

I. PARTES DEL PROCESO 
 
Como partes identificadas en el proceso tenemos: 
 
DEMANDANTE:  
 
EDGARDO PANTOJA BRILES, identificado (a) con la cedula ciudadanía N° 7472690 
 
DEMANDADO:  
 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, representada 
legalmente por el Dr. Jaime Dussán Calderón o quien haga sus veces, es una 
empresa industrial y comercial del estado del orden nacional, con personería 
jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, vinculada al 
Ministerio de la Protección Social, organizada como entidad financiera de carácter 
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especial, cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima 
media con prestación definida incluyendo la administración de los beneficios 
económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio 
del artículo 48 de la Constitución Política, de acuerdo con lo que establezca la ley 
que los desarrolle, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá y recibe 
notificaciones personales en la carrera 10 No. 64 – 28 piso 10 de la ciudad de 
Bogotá y con domicilio seccional en esta ciudad ubicado en la carrera 58 No. 68-
168 piso 3. 
 

II. TEMPORALIDAD DEL ESCRITO 

Esta demanda fue notificada personalmente mediante mensaje dirigido al buzón 
electrónico de mi representada, el día 21 de noviembre de 2023, por tanto el 

traslado para ejercer la defensa comenzó al vencimiento del término de los dos (2) 
días siguientes hábiles al recibido del correo electrónico, que la Ley 2213 de 2022 
ordena para que se entienda surtida la notificación al demandado, por lo que en 
virtud del artículo 74 del C.P.L., el término para contestar la demanda inició desde 
el 24 de noviembre hasta el 7 de diciembre del 2023, siendo inhábiles todos los 
sábados, domingos, festivos y vacancias judiciales comprendidos en ese lapso (art. 
118 CGP), encontrándose mi representada en término para contestar. 

 
III. A LAS PRETENSIONES 

 
En mi condición de apoderado(a) judicial de la entidad ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, manifiesto que me opongo a la 
prosperidad de todas y cada una de las pretensiones de la demanda por carecer 
de fundamentos de orden legal y fáctico legal en contra de mi representada. 
 

De manera particular por lo siguiente: 
 
PRIMERA: Nos oponemos a la misma por no asistirle razón a la parte actora en lo 
pretendido, entre otras razones, debido a que el traslado que la parte demandante 
efectuare del Régimen pensional de Prima Media con Prestación Definida – 
R.P.M.D.- al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad - R.A.I.S.- se realizó de 
manera voluntaria, ajustado a derecho y conforme a las disposiciones 
reglamentarias aplicables al caso en concreto. 

SEGUNDA: Nos oponemos a las mismas siempre y cuando afecten los intereses de 
mi representada puesto que va dirigida a la AFP PROTECCION S.A. y a la AFP 
COLFONDOS S.A. 

TERCERA: Nos oponemos a la misma por no asistirle razón a la parte actora en lo 
pretendido, entre otras razones, el señor Edgardo Pantoja Briles acredita hasta el 01 
de abril 1994 (fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 para los 
trabajadores privados) un total de 3.098 días, es decir, menos de 15 años de 
servicio, razón por la cual NO conserva el régimen de transición establecido en la 
Ley 100 de 1993. 

CUARTA: Nos oponemos a la misma por no asistirle razón a la parte actora en lo 
pretendido, entre otras razones, porque realizado el estudio de la reliquidación de 



 

 

la prestación concedida al asegurado, con el promedio de lo cotizado durante los 
últimos 10 años para lo cual se tuvieron en cuenta 1,387 semanas de cotización y 
conforme a la nueva liquidación realizada, el sistema arrojó un Ingreso Base de 
Liquidación de $5,213,022, a la cual le aplicó una tasa de reemplazo equivalente 
al 65.77% arrojando una mesada pensional igual a los intereses económicos del 
demandante. Para el análisis de la pensión reconocida, se tomó en cuenta que el 
demandante cumple los requisitos para la pensión señalada en ley 797 del 2003 y 
que el IBL con el cual se realizó la liquidación corresponde al promedio de lo 
devengado en los últimos 10 años anteriores a la fecha de reconocimiento de la 

pensión de vejez, el cual fue el más favorable para este caso. Por lo anterior, no es 
procedente reconocer una reliquidación de la prestación reconocida como 
quiera que no se encontraron nuevos elementos de juicio que hayan hecho variar 
la decisión inicialmente proferida, por Colpensiones. 

QUINTA: Me opongo por cuanto al demandante no le asiste el derecho al 
reconocimiento de intereses moratorios, dado que es menester indicar que en 
cuanto a los interés moratorios según con lo preceptuado en el art. 141 de la Ley 
100 de 1993, no procede el reconocimiento y pago de intereses moratorios, en 
razón a que no se ha presentado mora en el pago de las respectivas mesadas 
pensionales por parte de la entidad, una vez se expidió el Acto Administrativo que 
reconoció la Pensión, por cuanto como lo expresa la ley, los intereses moratorios se 
causan a partir de mora en el pago de las mesadas pensionales una vez se ha 
expedido el acto administrativo que reconoce la prestación, situación que no se 
evidencia en este caso, puesto que el pago de las respectivas mesadas 
pensionales del peticionario se han venido cancelando de manera oportuna.   

Con respecto a la indexación, me opongo, por cuanto a que, mi representada en 
esencia al liquidar las prestaciones reconocidas los valores son actualizados por el 
Sistema y traídos a valor presente, es así como los salarios correspondientes a años 

anteriores se reajustan con el Índice de Precios al Consumidor reportados por el 
DANE de manera anual, así las cosas, se trata de una revalorización de las sumas 
reconocidas a través de la cual se pone en equilibrio el desbalance producido por 
la pérdida del poder adquisitivo del dinero, lo cual se cumple por la Entidad año a 
año, razón por la cual lo pedido por el accionante en ese sentido NO es 
procedente. 

SEXTA: De igual forma Me opongo, a la condena en costas y agencias en derecho 
en el caso bajo estudio, toda vez que no acredita las condiciones para acceder a 
la prestación deprecada, por lo cual esta pretensión no tiene sustento legal. 

SÉPTIMA: Nos oponemos a esta pretensión, porque no constituye una pretensión en 
sí misma, sino en la facultad que tienen los jueces laborales en de resolver más allá 
de lo pedido o por fuera de lo pedido, siempre y cuando se hayan discutido y 
probado al interior del proceso. 

Manifestamos que la conducta de mi representada no está teñida de mala fe, al 
respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: 
 

“Como principio general del derecho, (la buena fe) ha sido 
reconocido por la jurisprudencia colombiana especialmente 
desde 1935, citándose la jurisprudencia y doctrina francesa y 



 

 

sobre todo el artículo 1603 del Código Civil Colombiano: "Los 
contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente 
obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las 
cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la 
obligación, o que por la ley pertenecen a ella". Norma que 
tiene su correspondencia en numerosos artículos del Código 
Civil y que en la década del treinta también tendrá en 
Colombia importante tratamiento doctrinal:  "De ahí que se 
hable de la buena fe como de un criterio primordial en la 

interpretación de las convenciones, gracias al cual el juez 
puede sacar triunfante la equidad sobre los rigores del 
formalismo". 
 
“El principio de la buena fe es también principio del derecho 
laboral, ha sido incluido en el Código Sustantivo del Trabajo, 
artículo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral desde la 
época del Tribunal Supremo del Trabajo: "El principio de la 
buena fe, que no es nuevo, sino que data de las mejores 
tradiciones romanas, debe presidir la ejecución de los 
contratos, incluido el de trabajo". Sentencia ésta proferida el 
9 de febrero de 1949 y que llega hasta analizar no solo la 

buena fe sino la mala fe, en los siguientes términos:”  
"La mala fe –ha dicho la Corte Suprema de Justicia- debe ser 
la deducción acertada hecha sobre la plena comprobación 
de hechos precisos de naturaleza incompatible con la bona 
fide, como lo sería, en tratándose de la buena fe contractual, 
la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria 
en una negociación celebrada con un incapaz, que mostrara 
un aprovechamiento inhonesto del estado de inferioridad en 
que ocurrió una de las partes a su  celebración, es decir, la 
prueba de que se abusó de un estado de debilidad para 
obtener un  indebido e injusto provecho, apreciable en el 
desequilibrio de los valores. Sin olvidar tampoco que la 

calificación de la fe jurídica, el rigor con que se exige o es 
exigible buena fe en los negocios de hecho, conformada 
probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada 
caso". 
 

Según lo anterior, la buena fe en la labor misional surge precisamente de la estricta 
aplicación de la Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial que permite 
conceder o negar prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la 
presunción de legalidad del acto que garantiza seguridad jurídica en la decisión 
prestacional, tal circunstancia permite revestir además bajo la égida de la buena 
fe el reconocimiento o negación pensional por lo que es de carga exclusiva del 
demandante controvertir tanto la presunción legal del acto como la buena fe en 
la decisión.  

 
IV. PRONUNCIAMIENTO EN CUANTO A LOS HECHOS 

 



 

 

Al hecho primero: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según consta 
en documentación aportada. 
 
Al hecho segundo: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según consta 
en documentación aportada. 
 
Al hecho tercero: No me consta, lo enunciado en este hecho, por tratarse de un 
hecho objeto del litigio debe probarse en el curso del proceso conforme a la regla 
de la carga de la prueba. 

 
Al hecho cuarto: No me consta, lo enunciado en este hecho, por tratarse de un 
hecho objeto del litigio debe probarse en el curso del proceso conforme a la regla 
de la carga de la prueba. 
 
Al hecho quinto: No me consta, lo enunciado en este hecho, por tratarse de un 
hecho objeto del litigio debe probarse en el curso del proceso conforme a la regla 
de la carga de la prueba. 
 
Al hecho sexto: No me consta, lo enunciado en este hecho, por tratarse de un 
hecho objeto del litigio debe probarse en el curso del proceso conforme a la regla 
de la carga de la prueba. 

 
Al hecho séptimo: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según consta 
en documentación aportada. 
 
Al hecho octavo: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según consta 
en documentación aportada. 
 
Al hecho noveno: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según consta 
en documentación aportada. 
 
Al hecho décimo: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según consta 
en documentación aportada. 

 
Al hecho décimo primero: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según 
consta en documentación aportada. 
 
Al hecho décimo segundo: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, 
según consta en documentación aportada. 
 
Al hecho décimo tercero: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según 
consta en documentación aportada. 
 
Al hecho décimo cuarto: Es cierto lo manifestado por la parte demandante, según 
consta en documentación aportada. 
 
Al hecho décimo quinto: No es cierto, como quiera que el demandante, no es 
beneficiario del régimen de transición consagrado en el 36 de la Ley 100 de 1993, 
ya que, hasta el 01 de abril 1994 (fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 



 

 

1993 para los trabajadores privados) un total de 3.098 días, es decir, menos de 15 
años de servicio, razón por la cual NO conserva el régimen de transición 
establecido en la Ley 100 de 1993, razón por la cual se evidencia que no cumplió 
con los requisitos legalmente establecidos para ser beneficiario del régimen de 
transición, por lo tanto, es claro que la resolución VPB 671 del 13 de enero de 2015, 
en la cual se le reconoció pensión de vejez al demandante, se encuentra ajustada  
a la ley. 
 
Al hecho décimo sexto: Se observa que son consideraciones y apreciaciones 

subjetivas con el cual el demandante pretende sustentar las pretensiones de la 
demanda. 
 
 

V. FUNDAMENTOS JURIDICOS DE LA DEFENSA 
 
Normativos: 
 

• Artículo 13 y 35 del decreto 758 de 1990 señala:  

ARTÍCULO 13. CAUSACION Y DISFRUTE DE LA PENSION POR VEJEZ. La pensión de 
vejez se reconocerá a solicitud de parte interesada reunidos los requisitos mínimos 
establecidos en el artículo anterior, pero será necesaria su desafiliación al régimen 
para que se pueda entrar a disfrutar de la misma. Para su liquidación se tendrá en 
cuenta hasta la última semana efectivamente cotizada por este riesgo.   

ARTÍCULO 35 - señala que Las pensiones del Seguro Social se pagarán por 
mensualidades vencidas, previo el retiro del asegurado del servicio o del régimen, 
según el caso, para que pueda entrar a disfrutar de la pensión. El Instituto podrá 
exigir cuando lo estime conveniente, la comprobación de la supervivencia del 

pensionado, como condición para el pago de la pensión, cuando tal pago se 
efectúe por interpuesta persona. Conforme a lo anterior y observado el acervo 
probatorio se concluye que no hay merito a la prosperidad de las pretensiones. 

Artículo 141 de la Ley 100 de 1993: “A partir del 1. ° de enero de 1994, en caso de 
mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta ley, la entidad 
correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a 
su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en 
el momento en que se efectué el pago”. 

Referencias jurisprudenciales: 
 

• SENTENCIA Del 26 De mayo De 2000, M.P. Fernando Vásquez Botero (Rad. 
13475).  

En esta providencia, la Corte Suprema de Justicia estudió el recurso de casación 
interpuesto por Ecopetrol en contra de la sentencia del Tribunal Superior del Distrito 
de Cartagena que concedió el reajuste de la pensión de un trabajador a quien, 
en su liquidación, no se le incluyeron todos los factores salariales. 

• SENTENCIA SU 298 DE 2015 En relación con la posibilidad de reclamar la 
reliquidación pensional, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha 



 

 

cambiado su jurisprudencia desde el año 2003. Anteriormente, sostenía que 
el derecho a reclamar el reajuste de la pensión no prescribía, pero 
posteriormente utilizó la diferenciación entre el derecho a la pensión y los 
créditos que de ella se generan, para concluir que la reclamación de 
reliquidación sí prescribe.   

 

Conclusión para el caso concreto: 

El señor EDGARDO PANTOJA BRILES, mediante apoderado judicial presentó 
demanda ordinaria laboral en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES COLPENSIONES, solicitando que se produzcan por parte del despacho 
judicial las declaraciones y condenas que expresa en el escrito de la demanda.  

Que el JUZGADO DE CIRCUITO 008 LABORAL DE BARRANQUILLA admitió la demanda 
manifestando que esta cumplía con los requisitos legales. 

en el caso bajo estudio que, el 01 de agosto de 2013, Colpensiones, mediante la 
Resolución No. GNR 33912 del 7 de febrero de 2014, determinó negar el 
reconocimiento de la Pensión de Vejez al demandante. 

Que la decisión fue motivada con base en que se estimó que el demandante no 
era beneficiario del régimen de transición establecido por el artículo 36 de la Ley 
100 de 1993 por haber presentado traslado al Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad, y que al ser practicado el estudio a la luz de la normatividad vigente 
(Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003) по se acreditaba el requisito 
mínimo de tiempos. 

La resolución anteriormente mencionada, se notificó el día 25 de febrero de 2014, 
y demandante en escrito presentado el 11 de marzo de 2014, radicado bajo el 
número 2014_1998973_2, interpuso recurso de reposición y en subsidio de 
apelación, previas las formalidades legales señaladas en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (C.P.A.C.A.), 
manifestando su inconformidad. Recurso que fue resuelto a través de la resolución 

VPB 671 de 13 de enero de 2015, lo anterior de conformidad a que el actor 
acreditaba 8.938 días laborados, que corresponden a 1276 semanas, se reconoció 
en cuantía inicial de $3.024.532 con un ingreso base de liquidación de $4.917.139 
al cual se le aplico una tasa de reemplazo de 61.51%, efectiva a partir del 1 de 
enero de 2015. 

Colpensiones, mediante resolución GNR 181290 de 20 de junio de 2016 reliquido 
pensión de vejez dejando una mesada pensional para el año 2016 por un valor de 
$3.794.704, tasa de reemplazo de 65.77%, bajo los parámetros de la ley 797 de 2003.  

El demandante presento nuevamente solicitud de reliquidación la cual fue resuelta 
mediante resolución SUB 119926 de 6 de julio de 2017, negando la misma. 

En el caso en concreto se observa que el demandante pretende se reconozca y 
pague una reliquidación de la pensión de vejez reconocida por Colpensiones por 
lo que es importante traer a colación que acredita un total de 9.712 días laborados, 
correspondientes a 1.387 semanas y tiene 72 años. 



 

 

El artículo 36 de la Ley 100 de 1993 consagra el régimen de transición para aquellas 
personas que al momento de entrar en vigencia dicha norma tengan treinta y 
cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad 
si son hombres o 15 años de servicio, señalando que no será aplicable cuando estas 
personas voluntariamente se acojan al régimen de ahorro individual con 
solidaridad o para quienes habiendo escogido el régimen de ahorro individual con 
solidaridad decidan cambiarse al de prima media con prestación definida. 

Que, en ese orden de ideas, las personas que se trasladen al Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad y posteriormente se devuelvan al ISS, en principio no 
conservan el régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 
1993. 

Que la Vicepresidencia Jurídica de Colpensiones emitió la Circular Interna 08 de 
2014, a través de la cual hace una serie de precisiones acerca de la recuperación 
del régimen de transición, siempre que el caso se adecúe a los precedentes 
judiciales establecidos dentro de las sentencias C 789 de 2002, C 754 de 2004, C 

1024 de 2004, SU 062 de 2010, SU 130 de 2013 y SU 856 de 2013, en concordancia 
con la Ley 797 de 2003, los Decretos 3800 de 2003 y 3995 de 2008 y la Circular 06 de 
2011 emitida por la Superintendencia Financiera de Colombia 

Que tras ser consultada la base de datos de la Oficina de Bonos Pensionales del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se aprecia que el recurrente se encuentra 
incurso en el anterior supuesto de hecho, debido a que solicitó el traslado al 
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad el día 29 de agosto de 1996, 
habiendo solicitado el traslado de retorno al Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, administrado actualmente por Colpensiones, el día 04 de junio 
de 2009, movimiento el cual se hizo efectivo el día 09 de septiembre de 2009. 

En virtud de la fecha en la que se efectuó el traslado, aplica para el presente caso 
la siguiente regla: 

“5. Los afiliados que se trasladaron acogiéndose a la sentencia C-1024 del 20 de 
Octubre de 2004, que comprende el periodo entre el 20 de Octubre de 2004 y el 
02 de febrero de 2010 (día anterior a la fecha de la sentencia SU- 062 de 2010), NO 
requieren del cálculo de rentabilidad para recuperar el régimen de transición, 
debido a que el cálculo de rentabilidad era una exigencia previa para 
perfeccionar el traslado, de manera que si se registra un traslado válido por 
sentencia C-1024 de 2004 se entiende recuperado el régimen de transición, 
siempre y cuando acredite 15 años de servicio a la entrada en vigencia de la Ley 

100 de 1993. (Cursivas fuera de texto) 

Que el señor Edgardo Pantoja Briles acredita hasta el 01 de abril 1994 (fecha de 
entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 para los trabajadores privados) un total 

de 3.098 días, es decir, menos de 15 años de servicio, razón por la cual NO conserva 
el régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993. 

Por lo anterior, la prestación deberá ser estudiada a la luz de la normatividad 
vigente para el reconocimiento de pensión de vejez en el marco del Régimen de 
Prima Media con Prestación Definida. 



 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, 
modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 que señala: 

I) Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) 
años si es hombre, incrementándose a partir de 1 de enero del año 2014 la edad 
de las mujeres a cincuenta y siete (57) años y para los hombres a sesenta y dos (62) 
años. 

II) Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo, 
incrementando a partir del 1 de enero de 2005 el número de semanas en 50 y a 
partir del 1 de enero de 2006 en 25 cada año hasta llegar a 1300 semanas en el 
año 2015, de acuerdo al siguiente cuadro: 

 

Que para obtener el ingreso base de liquidación de la presente prestación, se dará 

aplicación a lo establecido en el artículo 21 de la ley 100 de 1993; el cual establece: 
"Se entiende por ingreso base para liquidar las pensiones previstas en esta ley, el 
promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los 
diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si 
este fuere inferior para el caso de las pensiones de Invalidez o sobrevivencia, 
actualizados anualmente con base en la variación del Índice de Precios al 
consumidor, según. Certificación que expida el DANE. 

Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los 
ingresos de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el 
inciso anterior, el trabajador podrá optar por este sistema, siempre y cuando haya 
cotizado 1250 semanas como mínimo". 

Que igualmente el monto de la presente prestación, se define de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 797 de 2003, por el cual se modifica el artículo 
34 de la Ley 100 de 1993, en los siguientes términos: 

" ... A partir del 1 de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas: 

El monto mensual de la pensión correspondiente al número de semanas mínimas 
de cotización requeridas, será del equivalente al 65%, del ingreso base de 
liquidación de los afiliados. Dicho porcentaje se calculará de acuerdo con la 
fórmula siguiente: 

r=65.50-0.50 s, donde:  

r= porcentaje del ingreso de liquidación. 

s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes. 



 

 

A partir del 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas 
requeridas, el porcentaje se incrementará en un 1.5% del ingreso base de 
liquidación, llegando a un monto máximo de pensión entre el 80 y el 70.5% de dicho 
ingreso, en forma decreciente en función del nivel de ingresos de cotización, 
calculado con base en la fórmula establecida en el presente artículo. 

El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta (80%) del ingreso base 
de liquidación, ni inferior a la pensión mínima". 

Que para obtener el ingreso base de cotización de la presente prestación, se 
toman los factores salariales establecidos en los artículos 18 y 19 de la Ley 100 de 
1993 y artículo 1 del Decreto 1158 del 3 de junio de 1994, según el caso. 

Que los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del 
mismo año, establecen que la pensión se reconocerá reunidos los requisitos 
mínimos y será necesaria su desafiliación al régimen para que se pueda disfrutar de 
la misma: para su liquidación se tendrá en cuenta hasta la última semana 
efectivamente cotizada. 

Que verificado lo anterior, se procedió a realizar el estudio de la reliquidación de la 
prestación concedida al asegurado, con el promedio de lo cotizado durante los 
últimos 10 años para lo cual se tuvieron en cuenta 1,387 semanas de cotización y 
conforme a la nueva liquidación realizada, el sistema arrojó un Ingreso Base de 
Liquidación de $5,213,022, a la cual le aplicó una tasa de reemplazo equivalente 

al 65.77% arrojando una mesada pensional evidentemente igual a la que hoy 
percibe. 

Para el análisis de la pensión reconocida, se tomó en cuenta que el peticionario 

cumple los requisitos para la pensión señalada en ley 797 del 2003 y que el IBL con 
el cual se realizó la liquidación corresponde al promedio de lo devengado en los 
últimos 10 años anteriores a la fecha de reconocimiento de la pensión de vejez, el 
cual fue el más favorable para este caso. 

Ahora bien, en virtud de las razones expuestas es claro que COLPENSIONES ha 
efectuado los trámites correspondientes a los derechos que el actor tiene, dando 
aplicación a las citadas normas, encontrándose por tanto la decisión adoptada 
ajustada a derecho.  

Ahora bien, con respecto a la petición el pago de intereses moratorios, el artículo 
141 de la ley 100 de 1993 señala que: “A partir del 10. de enero de 1994, en caso 
de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad 
correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a 
su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en 
el momento en que se efectué el pago.”  De lo anterior se evidencia que, para que 
proceda el pago de los intereses moratorios allí consagrados, es menester que 
concurran dos requisitos a saber; el primero que exista una pensión legalmente 
reconocida y el segundo que la administradora encargada de efectuar el pago 

haya recurrido en mora en el pago de la mesada pensional.  

De igual forma, la Honorable Corte Constitucional en sentencia C 601 de 24 de 
mayo de 200, establece la exequibilidad del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y 

dispone: “así las cosas, para la Corte es evidente que desde el punto de vista 



 

 

constitucional, las entidades de seguridad social están obligadas a indemniza a los 
pensionados por la cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que 
se les adeudan, pues el artículo 53 de la Carta es imperativo y contundente al 
disponer que el Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste 
periódico de las pensiones." En conclusión, los intereses moratorios de los que habla 
el artículo 141 de la Lay 100 de 1993 solo deben ser reconocidos y pagados cuando 
una vez reconocida la pensión NO SE PAGUEN OPORTUNAMENTE LA MESADAS, 
situación que no se ha presentado en este caso.  

En cuanto a la petición de la indexación, Colpensiones en esencia al liquidar las 
prestaciones reconocidas los valores son actualizados por el Sistema y traídos a 
valor presente, es así como los salarios correspondientes a años anteriores se 
reajustan con el Índice de Precios al Consumidor reportados por el DANE de 

manera anual, así las cosas, se trata de una revalorización de las sumas 
reconocidas a través de la cual se pone en equilibrio el desbalance producido por 
la pérdida del poder adquisitivo del dinero, lo cual se cumple por la Entidad año a 
año, razón por la cual lo pedido por el accionante en ese sentido NO es 
procedente. 

Razón por la cual no se considera factible una modificación de la prestación 
reconocida como quiera que no se encontraron nuevos elementos de juicio que 
hayan hecho variar la decisión inicialmente proferida, por lo anterior, se evidencia 
que Colpensiones garantizo el debido proceso al demandante, así mismo se 
evidencia que en las distintas resoluciones expedidas por Colpensiones todas están 
revestidas de legalidad y ajustadas a derecho. 

En consideración a todo lo anteriormente esbozado, me opongo a todas y cada 
una de las pretensiones que puedan perjudicar o afectar a la entidad que 
represento y con el objeto de sustentar las razones de la defensa, me permito 
proponer las siguientes EXCEPCIONES a efectos que se declaren probadas: 

 

VI. EXCEPCIONES DE MERITO 
 

Me permito proponer las siguientes EXCEPCIONES a efectos que se declaren 
probadas: 
 

• COBRO DE LO NO DEBIDO 

La cual sustento de la siguiente manera: 

Al no ser el demandante sujeto de los derechos reclamados a mí representada 
COLPENSIONES no le asiste responsabilidad ni obligación alguna. No hay obligación 
alguna para reclamar. 

Así mismo, se configura la excepción del cobro de lo no debido, en atención a que 
al demandante mi representada no le puede reconocer una prestación a la que 
no tiene derecho por no cumplir con los requisitos que exige la ley.  

Esta excepción esta llamada a prosperar dentro del presente proceso. 

• FALTA DE CAUSA PARA DEMANDAR 



 

 

La cual sustento de la siguiente manera: 

Toda obligación tiene una causa, pero cuando esta se ha satisfecho se extingue y 
por lo tanto no da lugar a una reclamación por lo mismo. De conformidad con los 
argumentos de las anteriores expresiones no le asiste legitimidad al demandante 
para invocar la acción instaurada, por el simple hecho de no reunir los requisitos 
que la ley señala para adquirir el estatus de pensionado. 

• COMPENSACIÓN 

Por lo anterior y en gracia de discusión, y sin que con ello se admita las pretensiones 
de la demanda, en caso de existir condena alguna los anteriores valores deberán 
ser compensados, previa indexación de las sumas de dineros recibidos por la 
demandante. 

• CARENCIA DEL DERECHO PARA PEDIR EL PAGO DE LOS INTERESES 
MORATORIOS DE CONFORMIDAD AL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993. 

Como se ha contemplado en el presente escrito, el demandante carece del 
derecho a solicitar el reconocimiento de los intereses moratorios señalados en el 
art. 141 de la ley 100 de 1993, toda vez que la norma establece como presupuesto 
la mora en el pago de las mesadas pensionales. 

Es decir, de la lectura del artículo 141 de la ley 100 de 1993 se puede extraer que 
para que proceda el pago de los intereses allí consagrados, es menester que 
concurran dos requisitos a saber; el primero que exista una pensión legalmente 
reconocida y que la administradora encargada de efectuar el pago haya incurrido 
en mora en el pago de la mesada pensional, circunstancias que ningún momento 
han ocurrido respecto de esta prestación pensional. 

Asimismo, se reiteró por la Sala de Casación Laboral de la Honorable Corte 
Suprema de Justicia, sentencia SL15483-2015, radicación 44586 del 11 de 
Noviembre de 2015 M.P. Gustavo Hernando López Algarra en cuanto a los intereses 
moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se dijo que solo 
proceden para los casos en los cuales la prestación fue reconocida con sujeción 

integral a la ley de Seguridad Social, lo estipulado por el tribunal de cierre se 
presentó de la siguiente manera: 

“(…) es suficiente con remitirse al criterio que de tiempo atrás ha expuesto la 
Corporación, en el sentido de que los intereses moratorios no resultan procedentes 
en tratándose de pensiones que no estén gobernadas por la Ley 100 de 1993 y 
respecto de reajustes o incrementos pensionales (…)”. 

En lo que tiene que ver con el momento a partir del cual empiezan a causarse los 
intereses moratorios, la Corte Constitucional desde su examen de 
constitucionalidad del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 en sentencia C-601 de 
2000 ha venido señalando que los pensionados tienen derecho al pago de los 
intereses de mora cuando las mesadas correspondientes han sido canceladas de 
manera atrasada, haciendo énfasis en el texto subrayado, como quiera que para 
el máximo órgano Constitucional estos se causan desde el momento en que se 
debió hacer el pago de la pensión. 



 

 

El más reciente pronunciamiento sobre este punto fue expuesto por la misma Corte 
Constitucional en la sentencia SU-065 de 2018 donde recordó que la postura 
asumida por este organismo en sede de control abstracto y concreto, indica que 
las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones propias del sistema 
de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses por mora a 
los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en virtud 
de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 
independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la 
Ley 100 de 1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por 

el solo hecho de la cancelación tardía de las mesadas pensionales; reiterando en 
este sentido, la causación de dichos intereses a partir de la expiración del plazo de 
los 6 meses para hacer efectivo el ingreso a nómina y pago de las mesadas 
pensionales. 

Por su parte, en sentencia T-588 de 2003, C-1024 de 2004 se abordaron las posibles 
dudas que pudieran surgir respecto de la debida interpretación de los plazos con 
que cuentan las autoridades para responder a peticiones pensionales. 

Esta excepción esta llamada a prosperar dentro del presente proceso. 

• PRESUNCION DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

La cual sustento de la siguiente manera: 

Las decisiones que en sede administrativa están amparadas bajo la legalidad y han 
sido tomadas con base en la documentación que reposa en el expediente que 
posee la entidad y por ende adquirieron fuerza obligatoria y gozan de presunción 
de legalidad. 

Esta excepción esta llamada a prosperar dentro del presente proceso. 

• BUENA FE DE COLPENSIONES 

La cual sustento de la siguiente manera: 

Se invoca el principio de la buena fe, previsto en el artículo 83 de la constitución 
nacional, en armonía con lo dispuesto en el artículo 1603 del Código civil, amén de 
que el actor no reúne los requisitos para exigirlos para el otorgamiento de lo aquí 
reclamado, se observa a demás que mi defendida ha obrado de buena fe. 

La conducta de mi representada no está teñida de mala fe, al respecto la Corte 
Constitucional ha señalado lo siguiente: 

“Como principio general del derecho, (la buena fe) ha sido reconocido por la 
jurisprudencia colombiana especialmente desde 1935, citándose la jurisprudencia 
y doctrina francesa y sobre todo el artículo 1603 del Código Civil Colombiano: "Los 
contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo 
que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la 
naturaleza de la obligación, o que por la ley pertenecen a ella". Norma que tiene 
su correspondencia en numerosos artículos del Código Civil y que en la década del 

treinta también tendrá en Colombia importante tratamiento doctrinal:  "De ahí que 
se hable de la buena fe como de un criterio primordial en la interpretación de las 



 

 

convenciones, gracias al cual el juez puede sacar triunfante la equidad sobre los 
rigores del formalismo". 

“El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido 
incluido en el Código Sustantivo del Trabajo, artículo 55 y aparece en la 
jurisprudencia laboral desde la época del Tribunal Supremo del Trabajo: "El principio 
de la buena fe, que no es nuevo, sino que data de las mejores tradiciones romanas, 
debe presidir la ejecución de los contratos, incluido el de trabajo". Sentencia ésta 
proferida el 9 de febrero de 1949 y que llega hasta analizar no solo la buena fe sino 
la mala fe, en los siguientes términos:” 

"La mala fe –ha dicho la Corte Suprema de Justicia- debe ser la deducción 
acertada hecha sobre la plena comprobación de hechos precisos de naturaleza 
incompatible con la bona fide, como lo sería, en tratándose de la buena fe 
contractual, la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria en una 
negociación celebrada con un incapaz, que mostrara un aprovechamiento 
inhonesto del estado de inferioridad en que ocurrió una de las partes a su  

celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un estado de debilidad para 
obtener un  indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de los 
valores. Sin olvidar tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con que se 
exige o es exigible buena fe en los negocios de hecho, conformada 
probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada caso". 

Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de ADMINISTRADORA DE 
PENSIONES- COLPENSIONES surge precisamente de la estricta aplicación de la 
Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial que permite conceder o negar 
prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la presunción de 
legalidad del acto que garantiza seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal 
circunstancia permite revestir además bajo la égida de la buena fe el 
reconocimiento o negación pensional por lo que es de carga exclusiva del 
demandante controvertir tanto la presunción legal del acto como la buena fe en 
la decisión; En virtud de lo anterior le solicito que declare probada esta excepción. 

Esta excepción esta llamada a prosperar dentro del presente proceso.   

• PRESCRIPCIÓN 

La cual sustento de la siguiente manera: 

Solicito a su señoría se sirva decretar la presente excepción con fundamento en lo 
preceptuado por el artículo 102 del Decreto 1848 de 1969, que establece que los 
derechos sociales prescriben en tres (3) años, que se cuentan desde que la 
respectiva obligación se haya hecho exigible. Esta excepción esta llamada a 
prosperar dentro del presente proceso.   

• IMPOSIBILIDAD DE COSTAS Y GASTOS DE PROCESO 

La cual sustento de la siguiente manera: 

No existe mérito para reconocer a la parte demandante la pretensión deprecada, 
toda vez que COLPENSIONES siempre ha obrado de buena fe, ciñéndose a lo 
establecido en nuestra legislación vigente aplicable al caso. 



 

 

Como fundamentos legales dentro del presente proceso invoco las disposiciones 
aplicables de la constitución al debido proceso. 

Esta excepción esta llamada a prosperar dentro del presente proceso.   

• DECLARATORIA DE OTRAS EXCEPCIONES INNOMINADA O GENÉRICA 

La cual sustento de la siguiente manera: 

Solicito a su Señoría que si se encuentran probados hechos que constituyan una 
excepción, ésta se declare oficiosamente a favor de mi representada 
COLPENSIONES. 

Me reservo la facultad de ampliar y proponer nuevas excepciones en la primera 
audiencia de trámite y solicitar pruebas en respaldo de las mismas. 

 

VII. PETICIÓN 
 
Como corolario de todo lo anterior y de lo expuesto por COLPENSIONES, cuyos 
planteamientos nuevamente reitero, le solicito muy respetuosamente a ese 
Despacho al momento de proferir su fallo, se declaren probadas las excepciones 

presentadas con esta contestación de demanda y se deniegue así mismo las 
suplicas de la demanda y además se condene en costas, agencias en derecho y 
demás gastos procesales a la demandante. 
 
 
 

VIII. PRONUNCIAMIENTO A LAS PRUEBAS 
 

 
1. DOCUMENTALES QUE SE ALLEGAN CON LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA:   
 

➢ Expediente administrativo del señor Edgardo Pantoja Briles. 
 

 
IX. ANEXOS 

 
 

Se acompañan a la presente: 
 
1. Poder general conferido mediante escritura pública. 
2. Los documentos que relaciono como pruebas 
 
 
 

X. NOTIFICACIONES 
 
 
 
Al suscrito en el correo electrónico: nataliagarsalvat@gmail.com  Cel. 301 3574088. 

mailto:nataliagarsalvat@gmail.com


 

 

 
Al representante legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –
COLPENSIONES-, en la ciudad de Bogotá D. C., carrera 10 No 72-33 torre B piso 11. 
Correo electrónico: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co  
 
A la parte demandante en las direcciones físicas y electrónicas mencionadas en la 
demanda. 
 
 
 
Cordial saludo, 
 
 
 
 
 
 
NATALIA ANDREA GARCIA SALVAT 
C. C. No. 1.140.836.931 Barranquilla 
T. P. No. 233.030 del C.S.J.  

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co


Señor:
JUEZ OCTAVO LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA
Dr. (a). Héctor Manuel Arcón Rodríguez 
E.        S.        D.

ASUNTO:  

RADICADO:    
DEMANDANTE: 

DEMANDADO:   

SUSTITUCIÓN DE PODER 
08001310500820230027500
EDGARDO PANTOJA BRILES
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES

ANYA YURICO ARIAS ARAGONEZ, mayor de edad, identificada con la cedula de 
ciudadanía No.  45.765.608 De Cartagena,  domiciliada  y residenciada en la 
ciudad de Cartagena de Indias, portadora de la Tarjeta Profesional de Abogado 
No. 97251 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre propio, 
respetuosamente acudo  ante ese despacho,  con el fin de manifestarle que por 
medio del presente escrito sustituyo poder especial a mí conferido por el 
COLPENSIONES, en los mismos términos en que me fue otorgado, al Dr. (a) NATALIA 
ANDREA GARCIA SALVAT, mayor de edad, abogado (a) titulado (a), identificado 
(a) con la cedula de ciudadanía No. 1.140.836.931 de Barranquilla y con Tarjeta
Profesional No. 233.030 del C.S.J. y correo electrónico:
nataliagarsalvat@gmail.com, para que continué la representación de
COLPENSIONES, dicho profesional queda ampliamente facultado para llevar a
cabo todas las gestiones atinentes a la defensa de la mencionada entidad.

La suscrita se encuentra en facultad de reasumir en cualquier momento. 

Esta sustitución la hago teniendo en cuenta las facultades a mi conferida en el 
poder inicialmente otorgado por mi representada. 

ATENTAMENTE, 

ANYA YURICO ARIAS ARAGONEZ. 
C.C.  No.  45.765.608 de Cartagena. 
T.P.  No.  97251 del C.S.J. 

ACEPTO, 

NATALIA ANDREA GARCIA SALVAT  
C.C. No. 1.140.836.931 de Barranquilla 
T.P. No. 233.030 del C.S.J. 

mailto:nataliagarsalvat@gmail.com
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